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PRÓLOGO

			Eva Alcón Soler

			Rectora de la Universitat Jaume I 
y presidenta de Crue Universidades Españolas

			Situar la generación, transmisión y transferencia del conocimiento en el centro de la actividad económica y social de un país es, siempre, garantía de un mayor desarrollo. La Universidad, como institución nuclear de la formación superior, fuente principal de generación de conocimiento, y como institución con una dimensión social irrenunciable, es un instrumento clave en ese proceso y para ese progreso.

			Precisamente por esta condición, el sistema universitario se erige como actor esencial para establecer sinergias entre la formación y la investigación, como conector de la educación, la ciencia y la tecnología con la sociedad en sentido amplio y canalizar todo ese potencial de transformación social.

			Sin embargo, aunque sabemos que las sociedades más avanzadas son aquellas que destinan más recursos a la educación superior universitaria y a la investigación, todavía existen sectores de la población que desconocen el papel tan importante que la universidad juega como motor de su bienestar y como agente clave en la dinamización social, económica y cultural de su territorio de influencia.

			Aquí es donde radica la importancia del curso de la Universitat d’Estiu de la UJI, que, en colaboración con Crue Universidades Españolas y bajo el título «Universidad y territorio», abordó la presencia y la relación de los centros universitarios con los diferentes agentes sociales, culturales y económicos del territorio en el que desarrollan su actividad.

			Las reflexiones, buenas prácticas y propuestas compartidas durante dos jornadas celebradas en junio de 2023 en Benicasim toman ahora forma escrita con este libro, que se configura como un recorrido por los diferentes impactos de la actividad universitaria en sus dimensiones económica, social y cultural. Un análisis que también se detiene en indagar cómo la generación de conocimiento contribuye a aportar soluciones innovadoras a desafíos compartidos, como el desarrollo sostenible, concretamente en su vertiente ambiental para mitigar los efectos del cambio climático.

			Todo ello permite poner de manifiesto, una vez más, la enorme trascendencia estratégica que tiene la Universidad en el desarrollo territorial del país. Y todo ello debe contribuir a proyectar socialmente el sistema universitario como elemento diferencial para el bienestar social y el progreso del entorno.

			El sistema universitario español presenta datos realmente relevantes a nivel de cifras macroeconómicas. Numerosos estudios así lo avalan y también lo constata el informe La contribución socioeconómica del Sistema Universitario Español1.

			A corto plazo la inversión asociada al desarrollo de las actividades universitarias inyecta 15.991 millones de euros anuales al conjunto de la economía, lo que supone generar el 2,12 % del PIB y el 2,56 % del empleo, puesto que la universidad proporciona empleo directo a más de 180.000 personas. A largo plazo, la contribución de las universidades al desarrollo económico supone el 9,8 % del capital humano y el 27,8 % del capital tecnológico de España.

			En términos de rentabilidad fiscal, las universidades devuelven en impuestos 4,3 euros por cada euro que han invertido las administraciones públicas en su financiación. Además, los estudios universitarios también son un claro vector de promoción social, porque aumentan la probabilidad de acceder a empleos más estables, de mayor calidad y con mejores retribuciones. Es más, la educación superior ha actuado como un seguro para los universitarios contra los efectos de la crisis.

			En paralelo, las universidades también han demostrado una influencia creciente y muy activa en la localización de actividades empresariales, otro de los ejemplos de la participación estratégica de las universidades en la transformación de las estructuras productivas y decisivo para la competitividad de las economías. Tampoco conviene olvidar que las universidades enfrentamos múltiples desafíos, mucho de ellos compartidos con la sociedad de la que formamos parte: el desarrollo sostenible, la globalización o la transformación digital, y grandes retos sociales como el envejecimiento de la población, la igualdad de género y de oportunidades o la despoblación, entre otros. Por todo ello, también cada vez son más importantes las actividades de extensión universitaria y el acercamiento de los campus a todo el territorio.

			No quiero desaprovechar la oportunidad que me ofrece este prólogo de mencionar una cuestión que no es casual. Se trata de la importancia de que este debate se produjera precisamente en el marco de la Universitat d’Estiu de la UJI. Somos, desde la creación de nuestra universidad en 1991, un ejemplo de vinculación con el territorio y de compromiso con la extensión universitaria a todos los niveles. Sin duda, este es un buen foro para compartir nuestra experiencia y conocer también buenas prácticas de otras universidades.

			Por último, como rectora y como presidenta de Crue Universidades Españolas, también quiero expresar mi agradecimiento a todas las rectoras y rectores que hicieron un hueco en sus agendas para compartir sus reflexiones y, de esta manera, enriquecer un debate necesario, y que ahora también nos acompañan en estas páginas. Por supuesto, hago extensivo este agradecimiento al resto de expertos, representantes de entidades y de la comunidad universitaria que participan en las reflexiones.

			Gracias también al ministro Joan Subirats y al equipo del Ministerio de Universidades por su apoyo en este curso y en las ediciones que lo han precedido, con las que hemos abordado temáticas de interés como la formación permanente y la igualdad en el ámbito universitario.

			


				
						1 Encargado por Crue Universidades Españolas y la Conferencia de Consejos Sociales de las Universidades Españolas al Instituto Valenciano de Investigaciones Económicas.
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EL IMPACTO ECONÓMICO DE LAS UNIVERSIDADES

			Amaya Mendikoetxea

			Rectora de la Universidad Autónoma de Madrid

			1. INTRODUCCIÓN

			La cuestión de la financiación de la educación superior está siendo objeto de numerosos estudios y posicionamientos. En las sociedades del conocimiento, la educación superior —y la investigación básica— son parte fundamental de la estrategia de muchos países y regiones hacia un mayor crecimiento y una mayor competitividad a nivel internacional, mediante la innovación, la formación de personal altamente cualificado y el desarrollo de capacidades y habilidades que demandan los tejidos productivos.

			Cada vez son mayores las demandas sobre lo que deben aportar las universidades en formación, investigación y transferencia a la sociedad; en su título I (art. 2.2.), la Ley Orgánica 2/2023, de 22 de marzo de 2023, del Sistema Universitario —LOSU— cita nueve funciones de la universidad, además de las que se le atribuyen legalmente. A la vez que aumentan las demandas, aumentan también los costes hasta peligrar la sostenibilidad del sistema en un contexto de gastos públicos crecientes, sobre todo ligados a la sanidad y a la protección social.

			Existe en Europa una dolorosa competición entre servicios públicos por unos recursos cada vez más insuficientes. El debate, como apunta el profesor Grau (2018), gira a menudo en torno a quién tiene la responsabilidad de asumir los costes de la educación superior y la investigación básica: si es el individuo que la disfruta de forma directa o toda la sociedad, que recibe globalmente los beneficios de la educación superior. Este debate es de naturaleza sobre todo política, una cuestión sobre la que no nos corresponde pronunciarnos ahora, pero sí aproximarnos a una respuesta a algunas de las preguntas que podrían condicionar las distintas posiciones alrededor del mencionado debate en un contexto en el que no dejan de surgir operadores privados de educación superior y otros agentes que han asumido la función de formación en las habilidades y capacidades que demanda el tejido productivo.

			Mientras que es indudable el papel que la expansión de las universidades públicas españolas en los años 80 ha jugado en la formación de profesionales y ciudadanos para un estado democrático y de derecho, hoy en día se pone en entredicho el papel de ascensor social de las universidades: ¿contribuyen las universidades a la reducción del riesgo de pobreza y exclusión social? ¿Qué impacto tiene la actividad de las universidades españolas en la actividad económica y laboral de los titulados? Se cuestionan también la capacidad de la formación universitaria para satisfacer las demandas del tejido productivo y el aprovechamiento de los recursos humanos cualificados generados en las universidades. Es legítima la pregunta de si merece la pena que los gobiernos y las familias inviertan en educación superior: ¿cuál es el rendimiento económico, público y privado, que se obtiene del gasto realizado en las universidades por los gobiernos o las familias? ¿Se recupera a largo plazo el gasto público en la financiación de la educación universitaria? ¿Devuelven los titulados de las universidades mediante mayores pagos de impuestos lo que reciben de la sociedad? ¿Hay conciencia social de que la inversión en educación superior es rentable desde el punto de vista del impacto económico de las universidades?

			Sin duda, todas ellas son preguntas relevantes a la hora de debatir sobre la financiación de la universidad y algunos de los estudios e informes existentes, cuyo objetivo es medir el impacto económico de las universidades, avanzan respuestas a algunas de estas preguntas. En lo que sigue, nos centramos en la situación actual de la financiación en el sistema universitario español (SUE) (sec. 2); aportamos una serie de datos cuantitativos y cualitativos sobre el valor de las universidades (sec. 3); hacemos una serie de consideraciones relativas a los modelos de financiación de la educación superior (sec. 4); nos centramos en la situación de las universidades públicas madrileñas en relación con los asuntos que aquí se tratan (sec. 5) y concluimos con unas consideraciones de carácter general (sec. 6).

			2. LAS UNIVERSIDADES PÚBLICAS ESPAÑOLAS: UNA FINANCIACIÓN MENGUANTE

			De la universidad española se dice que está hiperregulada e infrafinanciada. Incrementar la inversión pública en educación superior es una de las demandas recurrentes de las universidades españolas. Son muchos los estudios que señalan que existe una brecha significativa de financiación entre España y los países de su entorno, tanto en lo que se refiere a inversión por estudiante como en gasto público en educación superior.

			Así, según el informe Education at a Glance 2023 de la OCDE, en 2020 las instituciones de educación superior españolas destinaron por alumno un 20,7 % menos de la media de la OCDE, lo que situó a España en la posición 23 de 371. La situación se ha vuelto crítica desde la crisis económica y financiera de la pasada década; los informes de la European University Association (EUA) califican al conjunto del sistema universitario español como un sistema «en declive bajo presión», con una caída de más de un 20 % en inversión (teniendo en cuenta la inflación) entre 2010 y 20202. El propio preámbulo de LOSU reconoce esta situación de forma explícita: «El gasto público en educación universitaria se redujo en la segunda década del presente siglo el doble que el gasto general educativo y tres veces más que el gasto en educación no universitaria. En efecto, la desinversión en educación universitaria ha sido más acentuada y prolongada en el tiempo que en la educación no universitaria.» En suma, la educación superior en España, y la universidad en particular, llevan más de una década soportando una insuficiente financiación, lo que se ha traducido, entre otras consecuencias negativas, en una precarización de las condiciones de trabajo en los campus.

			En línea con los informes de la EUA, la Conferencia de Rectores y Rectoras de las Universidades Españolas (CRUE) cuantifica la reducción del gasto público en el conjunto del sistema universitario español (SUE) en un 22 % desde el curso 2008-2009 hasta el curso 2018-20193. Según los datos recopilados por la Fundación CYD, no ha sido sino hasta el año 2021 cuando se han recuperado las cifras de ingresos y gastos no financieros de 2009 en el conjunto de las 47 universidades públicas presenciales españolas, pero únicamente a nivel nominal4. Si consideramos la inflación, en términos reales aún se está en torno a un 15 % por debajo de los valores de 2009.

			Con el objeto de corregir el retroceso sufrido e ir cerrando la brecha con Europa, la LOSU se marca como objetivo alcanzar un mínimo de financiación pública del 1 % del PIB para 2030 [actualmente de media en el 0,76 % del PIB, con notables diferencias entre comunidades autónomas (CC. AA.)]. Ese incremento de la financiación pública debería ir acompañado de una mayor presencia de las universidades en el entorno social, más capacidad de servicio a la sociedad y una mayor contribución a la búsqueda de soluciones frente a los retos sociales, demográficos, climáticos o económicos. Es decir, una financiación pública de nivel europeo, que si se toma como referencia el 1 % del PIB supondría una aportación de recursos adicionales al sistema de más de 3000 millones de euros, exige unos resultados docentes, de investigación y de transferencia de conocimiento al nivel de los que obtienen los mejores sistemas europeos. Dado que las competencias en materia universitaria pertenecen a las comunidades autónomas, para alcanzar el objetivo fijado son necesarios acuerdos a nivel autonómico, en un ejercicio de corresponsabilidad con el Gobierno de la nación, para lo que se ha creado una comisión de trabajo. El reciente debate sobre la financiación para adaptar las figuras de profesorado a la LOSU en las universidades da idea de lo difícil de dichos acuerdos y, por lo tanto, abre muchos interrogantes sobre la posibilidad de alcanzar el objetivo que se marca la ley.

			3. EL VALOR DE LA UNIVERSIDAD

			El modelo humboldtiano occidental de universidad pública, generalista, con docencia e investigación como un binomio indisociable, ha sido un modelo tremendamente exitoso y beneficioso tanto en su vertiente de formación como en su vertiente de generación de conocimiento y ha contribuido de forma determinante a la prosperidad económica de los países o de las regiones. La educación superior marca diferencias fundamentales: para los individuos, a través de la mejora de oportunidades y ascenso social; para la economía, a través de la innovación y la capacitación laboral en habilidades de nivel superior, y para la sociedad, mediante el aumento del conocimiento, y su contribución a la igualdad y la cohesión social. Las universidades, además, atraen talento internacional, son agentes de movilidad y justicia social, contribuyen a la vida social y cultural de su entorno, favorecen la innovación y el emprendimiento y atraen inversión económica, además de generar empleo de forma directa o indirecta, como entidades demandantes de bienes y servicios.

			Todos estos aspectos, como otros relacionados con la actividad cultural, el medio ambiente, la salud, la gobernanza, la ciudadanía, la cohesión social, la comunicación científica, el emprendimiento y la atracción de empresas e innovaciones, conforman lo que podemos denominar el valor de las universidades. Pero además es posible medir su impacto económico. A este respecto, están disponibles informes o estudios recientes, si bien hay que señalar que en términos generales recogen únicamente impactos a corto plazo, mientras que gran parte del valor que generan las universidades es a largo plazo; pues debe asociarse con el incremento de productividad generada por la actividad de las universidades, con el proceso de desarrollo económico a partir de la formación del capital humano, con la investigación y el desarrollo, además de con la transferencia del conocimiento (empleos generados, creación de negocios, spin-offs, parques científicos, patentes, etc.). Al ser estudios a corto plazo, que no incluyen además aspectos intangibles o inmateriales de difícil medición, el impacto de las universidades tiene un sesgo a la baja y, aun así, es indudable la importante aportación de las universidades a la economía con los datos existentes.

			El Estudio del impacto económico del Sistema de Universidad Públicas Españolas (SUPE) encargado por el Ministerio de Universidades es el más reciente de esos estudios y su objetivo es cuantificar el impacto económico sobre la economía española que generan las universidades públicas españolas5. Este estudio tiene en cuenta tanto a la comunidad universitaria como a todos los agentes que directa e indirectamente están vinculados a la misma, de acuerdo a indicadores como facturación, contribución al producto interior bruto (PIB), puestos de trabajo, rentas salariales y rentas fiscales. Los datos, correspondientes al año 2021, apuntan al muy elevado retorno social de las universidades y a un importante impacto de las universidades públicas españolas sobre la economía del país: el 2,2 % del PIB y el 2,4 % de la población ocupada del año 2021 se atribuyen directamente a la existencia del SUPE (universidades y resto de agentes vinculados). En la misma línea, el último Informe CYD publicado en 2023 apunta que Andalucía, Cataluña, Canarias, Comunidad Valenciana y Comunidad de Madrid presentan en porcentaje una contribución al PIB superior al total de las universidades españolas (2,2 %)6.

			Que las universidades están devolviendo más de lo que se invierte en ellas se apoya en una significativa batería de datos. El estudio de 2018 encargado al Instituto Valenciano de Investigaciones Económicas (Ivie) por CRUE y la Conferencia de Consejos Sociales (CCS) aporta entre otros datos que en términos de rentabilidad fiscal, las universidades devuelven en impuestos 4,3 euros por cada euro que han invertido las administraciones públicas en su financiación7. En la misma línea, el informe realizado por el INAECU en 2021, encargado por los consejos sociales de la Comunidad de Madrid a instancias de la misma, señala que por cada euro que gastan las universidades públicas madrileñas, la renta regional madrileña se incrementa en 3,38 € (2,79 € en 2014) y por cada empleo directo de las universidades públicas madrileñas se crean otros 2,52 empleos en la Comunidad de Madrid (2,18 empleos en 2014)8.

			Son muchos más los datos que aportan los informes mencionados: gastos e inversiones por estudiante, rentas salariales de egresados, empleos generados, etc. La conclusión de todos ellos es que financiar las universidades adecuadamente para cumplir sus misiones de formación, investigación y transferencia es sumamente rentable para la sociedad y para los individuos. Una vez llegados a este punto la siguiente reflexión es qué modelo de financiación es el más adecuado.

			4. ¿QUÉ MODELO DE FINANCIACIÓN?

			La crisis de la pasada década no solo tuvo como consecuencia la reducción del gasto público en educación superior, sino que ha supuesto un retroceso de más de dos décadas en la aplicación de los instrumentos configuradores de la financiación pública del SUPE, mediante la paralización de los planes de financiación universitaria por actividad docente y objetivos.

			La ausencia de un modelo de referencia estatal conduce a importantes diferencias entre comunidades autónomas que afectan no solo a la cuantía que reciben las universidades, sino también a las fórmulas que se emplean para su financiación. Estas disparidades no se justifican por diferencias en cuanto a las actividades de docencia, investigación o transferencia que realizan las universidades, sino que tiene su origen en las diferentes políticas educativas y científicas de cada comunidad autónoma.

			En este escenario, como ya hemos apuntado, la Ley Orgánica 2/2023, de 22 de marzo se fija como objetivo alcanzar un mínimo de financiación pública del 1 % del PIB para las universidades públicas e insta a las comunidades autónomas a dotar a sus universidades de los recursos económicos necesarios para garantizar su suficiencia financiera (art. 56). Para ello, se deberán aprobar instrumentos de programación y financiación que incluyan los objetivos, los recursos financieros para ello y los indicadores y mecanismos de evaluación del grado de consecución de dichos objetivos, estableciendo una programación plurianual que deberá incluir los siguientes ejes de financiación: financiación estructural basal, financiación estructural por necesidades singulares y financiación por objetivos.

			Con esto se busca reproducir las actuaciones llevadas a cabo en otros países, en los que en los últimos años se han desarrollado e implantado modelos de financiación universitaria para la distribución de fondos públicos basados en criterios objetivos de medición de los resultados conseguidos por las instituciones universitarias en el ejercicio de las funciones que les son propias. En nuestro país, algunas comunidades autónomas como Cataluña y Andalucía cuentan con modelos más o menos consolidados. En el caso de Andalucía, se acaba de aprobar un nuevo modelo para los años 2023-2027 que, además de incluir los apartados marcados en la LOSU, incluye una partida de nivelación para paliar las desigualdades entre universidades introducidas por modelos anteriores. En comunidades autónomas con más de una universidad que recibe fondos públicos, los modelos deben aspirar no solo a la suficiencia, sino que deben compaginar la (sana) competitividad entre universidades con el reparto equitativo de los fondos.

			Los datos de impacto económico del apartado anterior parecen indicar que invertir recursos públicos en las universidades es un buen negocio. Ahora bien, hay una pregunta de partida: ¿es la universidad un bien de interés público, estratégico que deba financiarse desde las administraciones públicas? Por una parte, no todos los individuos tienen acceso a él, al contrario que lo que ocurre con la sanidad o con la educación primaria y secundaria; por otra parte, si por bien público se considera que la educación superior y la investigación básica benefician a toda la sociedad, está claro que debemos considerar la universidad como bien público y es responsabilidad de las administraciones públicas financiarla. Cabe suponer que si existe una escasa demanda social para la financiación pública de la educación superior es porque sus beneficios son menos cuantificables y menos concretos que los de la educación primaria y secundaria.

			Una vez contestada esa pregunta, se plantean otras a las que las administraciones públicas, en diálogo con los actores relevantes, deberían dar respuesta: ¿qué cantidad es razonable que proporcionen los gobiernos a través de los impuestos de los ciudadanos?, ¿en qué medida deben contribuir los individuos que se benefician directamente de la educación superior? Otro aspecto por considerar y que se presta a un amplio debate es el papel de la financiación privada: ¿deben las empresas, bancos y otras entidades interesadas contribuir a la financiación de las universidades públicas? Al fin y al cabo, no conviene olvidar que el número de graduados universitarios de un país es un buen indicador de la actividad empresarial y la productividad del mismo. En cualquier caso, dado que se plantea una cuestión de sostenibilidad en torno a cuál es el nivel razonable de financiación pública de la educación superior y la investigación fundamental, es más necesario que nunca que se pongan en marcha modelos que garanticen que las universidades puedan prestar de forma eficiente servicios a la sociedad.

			Son tres aspectos, según Grau (2018), los que hay que tener en cuenta para la elaboración de un modelo de financiación9: (i) dimensión global del sistema en términos de capacidad formativa y científica; (ii) determinación de la responsabilidad pública, bajo la interpretación de bien público como beneficio común y peso relativo de la participación del individuo que se beneficia frente al de la sociedad que financia la educación superior con sus impuestos, y (iii) modelo de asignación de recursos y fijación de objetivos.

			Para que las universidades puedan realizar su función social, el modelo debería diseñarse de acuerdo a las actividades de las universidades y no debería ser simplemente distributivo, sino también tener un componente estratégico; en un modelo únicamente distributivo, que parte de una cantidad fija de fondos, la subida de los indicadores en algunas de las universidades podría llevar a menos financiación para otras, lo que pondría comprometer su viabilidad. En un estado como el nuestro, en el que los servicios públicos están transferidos a las comunidades autónomas, se plantea la cuestión de cómo alcanzar un modelo de financiación que garantice la suficiencia, la equidad y la eficiencia del sistema de todo el SUE sin perjuicio de las competencias de cada comunidad autónoma. Ya hemos dicho que la LOSU introduce los apartados básicos que debiera tener ese modelo de financiación, pero al final serán las comunidades autónomas, basándose en su estrategia, las que decidirán los indicadores que deben incluirse para la correcta financiación de sus universidades y para incentivar y motivar a las mismas para llevar a cabo los cambios e innovaciones necesarios para alcanzar sus objetivos. Cabe preguntarse también si no sería posible un diseño que permitiera incorporar instrumentos de financiación a nivel estatal para garantizar la equidad y la sostenibilidad del sistema en su conjunto. Un buen ejemplo de esto último es el uso de los fondos Next Generation EU que se han utilizado para aumentar las cuantías de algunas convocatorias y para establecer otras nuevas de acuerdo a las políticas de formación del gobierno, pero que también deberían haber servido para fortalecer estructuralmente a las universidades de modo que puedan aportar soluciones a los retos sociales y económicos.

			Por último, el uso de unos recursos públicos cada vez más escasos obliga a una minuciosa rendición de cuentas. El modelo de financiación debería detallar los instrumentos necesarios para que esta se produzca de forma ágil y sencilla, reforzando la autonomía de la universidad, pero estableciendo de forma clara su responsabilidad de servicio a la sociedad.

			5. LA FINANCIACIÓN DE LAS UNIVERSIDADES PÚBLICAS DE LA COMUNIDAD DE MADRID

			La Comunidad de Madrid, una región uniprovincial con un sistema universitario que representa en torno al 20 % del sistema universitario español en números de estudiantes (más de 200.000), egresados y personal docente e investigador, carece a día de hoy de un modelo de financiación para sus seis universidades públicas que garantice la suficiencia, la eficiencia, la equidad y la rendición de cuentas. Las universidades públicas madrileñas, que son parte de un ecosistema en el que se ubican además trece universidades privadas y una variedad de centros adscritos y centros extranjeros10, llevan alrededor de quince años soportando una situación de infrafinanciación en la región con mayor PIB de España.

			El propio estudio encargado por la Comunidad de Madrid a los consejos sociales (véase la nota 7) concluye que, atendiendo a los presupuestos de las universidades, el sistema universitario público madrileño es el segundo con más ingresos y gastos totales liquidados en valor absoluto y el segundo también con mayores ingresos por estudiante (en tasas, precios públicos y otros ingresos), en el curso 2018-2019. Por el contrario, las universidades públicas madrileñas reciben las menores transferencias corrientes y de capital por estudiante de todo el sistema universitario español, y son también las que presentan menor ratio de gasto corriente por estudiante matriculado de todo el sistema universitario español. Así, Madrid, la comunidad que menos aporta en términos relativos de sus fondos públicos a las universidades es, a su vez, la que más recauda en tasas y precios públicos, como también apuntan los informes de la Fundación CYD, situándose claramente en un extremo del debate al que aludíamos en la sección anterior en torno a sobre quién recae la responsabilidad de la financiación de la educación superior.

			El plan aprobado para 2006-2010, en un contexto expansionista de incremento de fondos, fue el intento más elaborado de establecer una financiación estructural y una financiación por objetivos11, pero la crisis de 2008 dejó a las universidades madrileñas ancladas en el proceso transitorio, inicialmente aprobado para cinco años, que simplemente garantiza a las universidades unos mínimos, pero que constituye una inadecuada asignación de los recursos, que únicamente se actualizan (y no siempre) para reflejar la subida del sueldo de los empleados públicos. Desde 2008, el último año de bonanza, la caída de la financiación hasta 2012 fue superior al 30 % y disminuyó progresivamente hasta 2015 cuando comenzó a subir ligeramente, aunque sigue estando alrededor de un 15-20 % por debajo de las cantidades recibidas antes de la crisis teniendo en cuenta la inflación. La cobertura total de los gastos de las universidades públicas madrileñas por ingresos procedentes de la Comunidad de Madrid se estimaba para el curso 2018-2019 en el 58 %, equivalente al 0,40 % del PIB regional, lo que sitúa a Madrid en la cola de la financiación pública de sus universidades con respecto al PIB.

			De igual manera, el capítulo de inversiones se redujo drásticamente: de una dotación planificada de 145 M€ en 2011 a solo 13,5 M€ en 2012, situación que se ha ido reproduciendo durante más de una década hasta la actualidad (7,7 M€ en inversiones para las seis universidades públicas en 2024) y que empieza a alcanzar un punto crítico por su insuficiencia para mantener y renovar las instalaciones, llegando a poner en algunos casos en peligro la seguridad de los usuarios. En los últimos cinco años, aproximadamente, las universidades madrileñas han sobrevivido gracias al acuerdo alcanzado con la Comunidad de Madrid tras las sentencias judiciales que obligaban a la comunidad a compensar a las universidades por el incumplimiento del contrato programa de inversiones. Esto no ha hecho más que enmascarar la situación de infrafinanciación que se viene soportando desde hace más de una década, sin que se haya hecho ningún esfuerzo por racionalizar y poner en marcha un modelo de financiación transparente y basado en objetivos para mejorar la eficiencia de las universidades públicas de la región de Madrid12. La crisis energética provocada por la guerra de Ucrania desde 2022 ha supuesto para las universidades un aumento considerable de gasto corriente, pero, además, ha venido a incidir en la falta de inversiones para lograr campus más sostenibles.

			Instaladas en ese régimen transitorio, que garantiza unos mínimos, pero sin aportaciones adicionales, y con los recortes sufridos desde la crisis hasta el año 2015, las universidades de Madrid han experimentado un considerable deterioro de su solvencia, a la vez que se agravaba el trato desigual a las universidades, debido a una distribución de los fondos que atiende básicamente a razones históricas y mantiene un status quo que a día de hoy no refleja las actividades ni los resultados de las universidades en docencia, investigación y transferencia. La falta de incentivos para alcanzar los resultados esperados como servicio público han supuesto la desaparición del carácter competitivo del modelo.

			Mientras el espacio madrileño de educación superior ha sufrido grandes transformaciones en las últimas dos décadas, con la incorporación de un gran número de universidades privadas y otros operadores de educación superior (véase la nota 10), así como nuevos centros de investigación (por ejemplo, los Institutos Madrileños de Estudios Avanzados), el abandono y deterioro de las condiciones de las universidades públicas pone en riesgo la calidad del servicio que prestan en docencia e investigación. Así, Madrid está muy por detrás de Cataluña en indicadores de calidad de la investigación y en captación de fondos. Una situación que, de no revertirse, condena a las universidades a transitar una senda que conduce a la mediocridad.

			La falta de demanda social para una mejor financiación de la universidad, a menudo esgrimida como razón para no dotar al sistema de más fondos, no significa que las universidades sean social y económicamente irrelevantes. En Madrid, como en el resto del SUE, las universidades públicas, lejos de ser un coste para las arcas de la comunidad, son una inversión. El estudio de los consejos sociales (véase la nota 7) señala que globalmente, el sector universitario público madrileño en su conjunto ha generado en el curso estudiado (2018-2019) una renta (VAB) que supone el 2,28 % del PIB regional; el 1,38 % es atribuible a las universidades y el 0,90 a sus estudiantes, visitantes y congresistas. Además, en términos de recaudación fiscal, los egresados de las universidades públicas madrileñas devuelven en renta mucho más de lo que se invierte en su educación. Según los autores del informe, con los impuestos adicionales pagados por los egresados de las universidades públicas madrileñas se estaría devolviendo anualmente a la sociedad madrileña 5,8 € por cada euro que invierte la Comunidad de Madrid para financiar las universidades públicas.

			Con urgencia Madrid debería definir su estrategia para el sector público de la educación superior (¿qué quiere Madrid de sus universidades públicas?), financiar adecuadamente a sus universidades (¿cuántos recursos son suficientes para garantizar la calidad del servicio?), evaluar las actividades de las universidades y repartir los recursos de forma equitativa de acuerdo a lo que cada una de las universidades hacen (¿qué hace cada universidad y qué recursos necesita para ello?), proporcionar incentivos a las universidades para alcanzar resultados (¿cuáles son los objetivos de cada universidad y cómo pueden alcanzarlos?) y exigir rendición de cuentas y responsabilidades a las mismas, para sacar el mayor rendimiento posible de la inversión que se hace en sus universidades públicas.

			6. CONCLUSIONES

			Este breve texto apenas se ha ocupado de lo que las universidades aportan a aspectos como el desarrollo de habilidades y capacidades que demanda el tejido productivo, la realización de la investigación fundamental y aplicada, la formación de personal altamente cualificado o el valor cívico de las universidades y su aportación a la cultura, al arte y a los valores democráticos y solidarios, entre otros muchos aspectos. En estos aspectos y en muchos otros, se mire por donde se mire, las universidades están ahí. Por más críticas (a menudo sesgadas o interesadas) que puedan recibir desde diversos sectores, las universidades públicas siguen siendo el mayor catalizador del emprendimiento cultural, investigador o artístico en nuestro país.

			Esta exposición parcial nos deja con tres ideas fundamentales a modo de conclusión: En primer lugar, es evidente que es necesaria una mayor inversión en los sistemas universitarios públicos, pero esa inversión debería basarse en la confianza de que será bien aprovechada. Es decir, debemos construir un modelo que se ajuste a los objetivos estratégicos de cada institución, en línea con los objetivos de formación e investigación de cada comunidad autónoma y del conjunto del estado, y definir instrumentos de justificación y rendición de cuentas. Esta tarea involucra tanto al Gobierno central como a las administraciones autonómicas, pero, sin lugar a duda, es crucial la implicación y responsabilidad de los que dirigen las universidades y de todos los actores del ecosistema de educación superior.

			En segundo lugar, los datos de los que disponemos apuntan a que las universidades españolas juegan un papel esencial en el desarrollo económico y social de los territorios en los que están insertas y en la sociedad tecnológica y del conocimiento; por tanto, es responsabilidad de las administraciones fortalecerlas y mejorarlas para poder afrontar con éxito los desafíos a los que nos enfrentamos como sociedad. La contrapartida debe ser la colaboración entre las universidades, las administraciones y la sociedad en el diseño de políticas compartidas para fijar objetivos y para asegurar un uso eficiente de esos recursos.

			En tercer lugar, hay que desterrar la visión de las universidades públicas como un coste o un gasto para los contribuyentes y los gobiernos. Dicha visión supone ignorar, además de su impacto económico, los beneficios indirectos para toda la sociedad, unos beneficios que desde las universidades no han sido suficientemente explicados y desde las administraciones no han sido suficientemente entendidos, en un diálogo de sordos que no ha hecho sino aumentar la desconfianza y el desencuentro entre dos partes llamadas a entenderse cuando lo que está en juego es el desarrollo, la prosperidad y la democracia de nuestras sociedades.
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1. INTRODUCCIÓN Y OBJETIVOS

Este estudio nace del interés del Ministerio de Universidades por conocer el impacto económico que generan las universidades públicas españolas. El objetivo del mismo es cuantificar, para el año 2021, la contribución que el sistema universitario público español (SUPE) realiza sobre la economía española, concretándola, principalmente, en su impacto sobre la facturación, el producto interior bruto (PIB) y los puestos de trabajo que generan. Este objetivo se sustenta en la importancia que la sociedad disponga de información sobre la relevancia, para la economía española, de la actividad universitaria.

La revisión de la literatura económica precedente muestra que los estudios de impacto económico de las universidades españolas se sustentan en enfoques metodológicos más o menos similares, pero no del todo coincidentes. Además, no existe un estudio territorializado a nivel provincial que aborde el impacto del sistema universitario público español con una metodología única y homogénea, y para un mismo año.

Así pues, el objetivo es realizar un único estudio que, con el sustento de una misma metodología y para un único año, estime el impacto económico de las universidades públicas españolas, a corto plazo, para el conjunto del estado, y por comunidades autónomas y provincias. El objetivo se concreta en analizar el impacto económico en términos de:

— valor añadido bruto (VAB) y su contribución al PIB,

— producción-facturación,

— puestos de trabajo,

— rentas salariales

— y recaudación fiscal.

Los resultados se presentan en términos absolutos y también relativizados en términos de estudiantes y ocupados directos de las universidades consideradas.

Por un lado, la existencia de datos concretos que estimen el impacto económico a partir de una metodología idéntica, presentando datos a nivel global, sectorial y territorial (comunidades autónomas y provincias)2, sin duda puede ser origen de nuevas investigaciones que profundicen los análisis aquí mostrados. Por otro, la cuantificación de los aportes del sistema universitario público español en términos de las principales variables macroeconómicas (especialmente contribución al PIB y puestos de trabajo) posibilitará que el conjunto de la sociedad tome mayor conciencia de su importancia, en términos económicos, más allá de las aportaciones a la mejora del nivel formativo de la población y a los resultados de la investigación e innovación que realizan, los cuales son ya más conocidos.

En esta publicación, tras esta introducción, en el apartado 2 se explica someramente la metodología aplicada de cuantificación del impacto económico. A continuación, en el apartado 3, se caracteriza al conjunto de universidades públicas españolas y en el apartado 4 se presentan los principales resultados del estudio.

2. METODOLOGÍA

Para la consecución del objetivo mencionado, se han identificado, en primer lugar, los cinco principales agentes generadores de impacto: las propias universidades analizadas (bajo una identidad fiscal propia); otros entes vinculados con ellas, con NIF propio (fundaciones, parques científicos y tecnológicos, asociaciones); la actividad empresarial imputable a las universidades (y compuestas por las empresas con concesiones administrativas de servicios prestados dentro de la universidad, empresas ubicadas en los parques antes mencionados, prácticas empresariales y voluntariado realizadas por el estudiantado); el estudiantado de las universidades y, por último, los visitantes de las universidades (familiares de personal docente e investigador-PDI y del estudiantado y otros asistentes a seminarios o congresos organizados por las universidades).

Para la estimación del impacto económico del SUPE, se ha seguido un enfoque o aproximación de demanda básicamente centrado en el impacto a corto plazo generado en un territorio, debido a la actividad de gasto e inversión de bienes y servicios que tiene su origen en la comunidad universitaria. Se cuantifica el impacto como el resultado de la agregación de tres tipos de efectos: los directos (que miden la actividad generada directamente por la universidad y por los agentes asociados a la misma), los indirectos (derivados de las relaciones intersectoriales generadas fruto de los flujos de bienes y servicios que requieren los agentes generadores de impacto directo para poder desarrollar su actividad) y los inducidos (aumento de la producción derivada de la parte de las rentas del trabajo, generadas directa e indirectamente, que se destinan al consumo de bienes y servicios). Estos tres efectos serían, por tanto, consecuencia de la existencia de las universidades y, sin ellas, no se generarían.

La universidad, en el ejercicio de sus funciones, genera en el entorno donde se encuentra ubicada una serie de efectos de diversa naturaleza (económica, social, cultural y medioambiental) y, en último término, favorece el crecimiento de la región donde se encuentra localizada. Así, en un primer momento, la universidad afecta de manera inmediata al crecimiento de una región en la medida en que contribuye a su PIB, al ser un claro agente generador de gasto. Siguiendo a Suriñach et al. (2017, 2021 y 2022), en el enfoque de demanda3 se estiman los beneficios a corto plazo que la actividad universitaria genera en la economía de su territorio (región o país) en términos de generación de empleo, producción y renta, fruto del conjunto de gastos e inversiones en bienes y servicios realizados. Este análisis supone la cuantificación monetaria de todos los gastos realizados por la universidad en el ejercicio de su actividad, para el conjunto de la economía y su distribución sectorial.

El estudio persigue complementar a otros ya existentes en la literatura, enfatizando especialmente la dimensión territorial al presentar resultados de impacto para las diferentes comunidades autónomas4 españolas siguiendo una metodología común. En este sentido, cabe destacar también que, con el ánimo de identificar lo mejor posible el impacto global de las universidades, se han considerado agentes generadores de impacto no considerados en otros estudios similares en la literatura como son las fundaciones, parques científicos (y las empresas en ellos ubicados), empresas adjudicatarias de concesiones administrativas o empresas que acogen estudiantes universitarios en prácticas. Asimismo, el análisis realizado se complementa con un estudio a nivel sectorial.

El proceso de cuantificación del impacto del SUPE ha sido complejo y ha requerido de una recopilación muy elevada de información. Así, para la estimación del impacto directo, se ha requerido de información obtenida directamente de datos primarios (trabajo de campo) solicitados a cada una de las universidades participantes y de búsqueda de información estadística secundaria en bases de datos existentes. Por otra parte, para la estimación de los impactos indirectos e inducidos se ha utilizado la metodología input-output, haciendo uso, para cada región, de sus propias tablas input-output, que han sido tratadas y homogeneizadas previamente tanto a nivel temporal como sectorial para su posterior uso.

3. CARACTERIZACIÓN DEL SUPE

En la Tabla 1 se detallan las universidades que forman parte del SUPE. Se incluyen cuarenta y siete universidades públicas presenciales; una universidad pública no presencial (UNED), y dos universidades públicas especiales (UIMP y UNIA). Debe tenerse en cuenta, de todos modos, que por las características de las mismas (y básicamente por la dificultad de disponibilidad de la información estadística necesaria) no se ha considerado a las dos últimas en el estudio de impacto.

Por lo que hace referencia a la caracterización del SUPE, caben resaltar los siguientes resultados:

En el curso 2020-21, se matricularon 1.328.957 estudiantes y se titularon 252.889. El mayor porcentaje de personas matriculadas y tituladas es en la rama de Ciencias Sociales y Jurídicas (44,0 % y 48,1 %, respectivamente), seguido por Ingeniería y Arquitectura (19,5 %, 16,7 %). En cambio, solo el 7,9 % (y 8,1 %) se matricula (y titula) en la de Ciencias.

Estos porcentajes, en el caso de personas matriculadas, son similares en grados y másteres, mientras que en los estudiantes de doctorado existe un mayor equilibrio entre ellas (p.e., el porcentaje de matriculados en doctorados, en Ciencias Sociales y Jurídicas, es solo del 26,1 %, seguido por Ciencias de la Salud con un 25,2 %, mientras que las otras tres ramas están alrededor del 15-17 %). Ello implica que las ramas de Ciencias y Ciencias de la Salud, sobre todo, son más propensas, relativamente, a tener más estudiantes de doctorado que otras ramas (especialmente Ciencias Sociales y Jurídicas).

Cuando se realiza el análisis en términos de personas tituladas, los porcentajes por ramas de conocimiento son similares a los de personas matriculadas. Son algo superiores en Ciencias Sociales y Jurídicas, y algo inferiores en Ingeniería y Arquitectura.

El 82,7 % del estudiantado matriculado lo es en un grado, el 10,5 % en un máster y el 6,8 % en un doctorado. Si se comparan estas cifras con las de las personas tituladas (67,4 % en grado, 28,4 % en máster y 4,2 % en doctorado) se observa que hay un mayor abandono en grados que en másteres.
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